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Voto particular que formula el Magistrado  D. Luis Ignacio Ortega Álvarez al 

Auto  dictado en el recurso de amparo núm. 5241-2011. 

 

Además de los argumentos de procedimiento desarrollados respecto de este mismo 

asunto por el Magistrado D. Pablo Pérez Tremps en su voto particular  al que me 

adhiero en su totalidad, quiero desarrollar otros dos de contenido material relativos al 

papel de este Tribunal ante los procesos de reforma constitucional. 

 

Estoy conforme con lo señalado en el Auto al que se refiere este voto particular, 

cuando se declara que el constituyente ha querido dejar separados los procesos de 

reforma contemplados en los artículos 167 y 168 CE y que esa claridad debe ser 

respetada por este Tribunal. Sin embargo, aunque bien es cierto que no hay una 

afirmación en contrario, hubiese sido más acorde con la función de control y tutela 

de la Constitución que este Tribunal tiene encomendada  el haber establecido 

expresamente una reserva de conocimiento y examen del contenido de las reformas 

constitucionales realizadas, para evitar que,  presentada la reforma de una parte de la 

Constitución a la que formalmente  correspondería el procedimiento del artículo 167 

CE, materialmente se estuviese produciendo también una variación sustancial de las 

partes de la Constitución cuya reforma exige adoptar el procedimiento del artículo 

168 CE. Por ejemplo, si se pretendiese una reforma de los artículos 147 y 152 CE en 

el sentido de que expresamente se prohibiese a los Estatutos de Autonomía la 

posibilidad de incluir entre las instituciones autonómicas las Asambleas legislativas 

(artículos para cuya reforma corresponde el procedimiento del artículo 167 CE)  

cabría preguntarse si esta reforma no estaría afectando también al artículo 2 CE, para 

cuya reforma sí se exige el procedimiento del artículo 168. 

 

Igualmente, considero que el Tribunal podría haber establecido el criterio de la 

necesidad de distinción entre los procedimientos parlamentarios legislativos, en los 

que las Cortes como institución y los representantes del pueblo actúan como órganos 

y poderes constituidos y los procedimientos parlamentarios de reforma 
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constitucional, en los que actúan como poder constituyente. Como defensor de la 

Constitución, este Tribunal podría haber exigido que se respetase el valor 

supraordenado de la norma Constitucional respecto de los productos normativos 

emanados de las Cámaras legislativas. 

 

Sin corresponder a este Tribunal establecer los términos concretos de dicha 

diferencia de  procedimiento parlamentario, si hubiese sido posible a mi juicio, el 

declarar la necesidad de establecer tal diferencia en respeto de la diferente condición 

de las Cortes Generales cuando actúan como órgano constituido a cuando lo hacen 

como órgano constituyente. 

 

Mi voto favorable se explica en la consideración de evitar que este Tribunal pudiese 

invadir el terreno que le corresponde al poder legislativo, pero considero que esta 

reflexión debería haber formado parte del cuerpo de la decisión sobre este asunto.  

 

      Valencia, 13 de enero de 2012.  

 


